El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / IMPROCEDENCIA / HECHO SUPERADO / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO.
Surge de tales pruebas que el hecho que motivó la solicitud de amparo se encuentra superado y su aspiración principal satisfecha.

En efecto, mediante proveído del pasado 25 de septiembre se procedió a aclarar el auto proferido el 21 de junio pasado, con lo que se satisfizo la pretensión principal del actor. Por tanto, puede afirmarse que cesó el hecho en que encontraba el actor vulnerados sus derechos.

Se justifica entonces dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: "Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

       Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

       Pereira, octubre tres (3) de dos mil dieciocho (2018) 

       Acta No. 383 del 3 de octubre de 2018 

       Expediente No. 66001-22-13-000-2018-00806-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia y el Procurador Judicial para Asuntos Civiles, a la que fueron vinculados el Banco Davivienda, las Alcaldías de Dosquebradas y de Valledupar, la Personería Municipal de esa última ciudad, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, ambos de la regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor que en la acción popular radicada bajo el número “2015-299”, en la que actúa, el juzgado accionado, mediante auto del 21 de junio de 2018, resolvió no reponer el proveído por medio del cual se liquidaron las costas “pese a q (sic) no entiendo el auto… creo q (sic) la juez quizo (sic) darme a entender nada… empero dice no repone, eso sí lo entendí. Si no repone debe conceder alzada”. 
2. Considera lesionados sus derechos a la igualdad, al debido proceso y al principio de la buena fe. Para su protección solicita se ordene: a) al juzgado accionado aclarar la citada providencia y conceder el recurso de apelación; b) declarar la nulidad de la sentencia de primera instancia por falta de vinculación del Procurador del sitio en el cual se causa la lesión de derechos colectivos; c) al Procurador Judicial para Asuntos Civiles indicar de qué manera actuó en ese proceso y d) acreditar por intermedio de cuál mecanismo se informará a los interesados en esta acción de tutela y de no hacerlo declarar la nulidad por indebida notificación.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Por auto del pasado 20 de septiembre se admitió la acción y se ordenó vincular a la Alcaldía de La Virginia, a la Defensoría del Pueblo y al Ministerio Público, ambos de la Regional Risaralda. También al Banco Davivienda, a la Alcaldía y la Personería Municipal de Valledupar, como entidades intervinientes en el proceso en que encuentra el actor lesionados sus derechos.
2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Procurador Regional de Risaralda señaló que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar,     como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba. Solicita se le desvincule de la actuación.

2.2 La titular del juzgado accionado informó que frente a la acción popular objeto del amparo ya se había formulada otra tutela.
2.3 El representante legal para efectos judiciales del Banco Davivienda solicitó se declarar improcedente el amparo ya que el actor tiene a su disposición los recursos ordinarios para alegar lo que pretende se decida por este medio especial.
3. Los demás vinculados guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar si en este caso procede la tutela para: a) ordenar al juzgado accionado aclarar la providencia que dictó el 21 de junio pasado en la acción popular formulada por el actor o si respecto de esa situación se presentó un hecho superado; b) ordenar a ese despacho conceder el recurso de apelación que dice el accionante formuló y c) declarar la nulidad por la falta de vinculación del Procurador del sitio en el cual se presentó la lesión de derechos colectivos. 

3. Antes de comenzar con el desarrollo de los anteriores problemas jurídicos, la Sala debe verificar si en este caso se produjo el fenómeno de la temeridad, de acuerdo con lo informado por la juez accionada. 

A la actuación se incorporó copia de la tutela promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga, el 20 de abril pasado, contra el Juzgado Promiscuo del Circuito La Virginia con sustento en la inaplicación del artículo 121 del Código General del Proceso, dentro de la acción popular radicada 2015-00299
. Es decir que al comparar esa petición con la que es objeto de esta providencia se deduce que son notoriamente distintas.

De esa manera las cosas, como no se ha producido la cosa juzgada ni mucho menos una actuar temerario por parte del actor, es procedente definir de fondo la cuestión.
4. Las pruebas documentales que obran en el disco compacto que obra a folio 11, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El señor Javier Elías Arias Idárraga formuló acción popular contra el Banco Davivienda ubicado en la calle 16 No. 12-83 de Valledupar
. 

4.2 Por auto del 28 de noviembre de 2017 el juzgado accionado ordenó librar despacho comisorio al Juez Cuarto Civil Municipal de Valledupar para realizar las gestiones necesarias a fin de llevar a cabo la audiencia de pacto de cumplimiento por medio de video llamada, de conformidad con el artículo 103 del Código General del Proceso
. 
4.3 Frente a esa decisión el actor formuló recurso de reposición
.

4.4 Mediante proveído del 5 de febrero pasado se resolvió no reponerla
.

4.5 El 9 del citado mes el actor presentó “insistencia a fin q (sic) aplique art. 121 CGP”
.
4.6 En auto del 21 siguiente se negó esa insistencia
. 
4.7 En obedecimiento al fallo de tutela proferido por esta Sala el 8 de mayo último, que ordenó dar trámite a esa insistencia como si fuera un recurso de reposición
, el 21 de junio se resolvió “no reponer el auto del 22-02-2017, que aprueba la liquidación de costas en favor de Banco Davivienda SA, Versalles y en contra del demandante”. Ello en razón a que de conformidad con el artículo 318 del estatuto procesal civil, el auto que decide la reposición no es susceptible de ningún recurso
. 
4.8 Por auto del 25 de septiembre se aclaró la anterior providencia para indicar que lo que no se reponía, con sustento en aquel mismo argumento, era el auto del 28 de noviembre de 2017 por el cual se ordenó librar despacho comisorio al Juzgado Cuarto Civil Municipal de Valledupar
.
4.9 De la revisión de las copias remitidas, no se evidencia que el actor haya solicitado la nulidad de la actuación por la ausencia de vinculación del Procurador del lugar en el cual se produce la supuesta lesión de derechos colectivos, ni que se concediera el recurso de apelación contra esa última providencia.

5. Surge de tales pruebas que el hecho que motivó la solicitud de amparo se encuentra superado y su aspiración principal satisfecha.

En efecto, mediante proveído del pasado 25 de septiembre se procedió a aclarar el auto proferido el 21 de junio pasado, con lo que se satisfizo la pretensión principal del actor. Por tanto, puede afirmarse que cesó el hecho en que encontraba el actor vulnerados sus derechos.

Se justifica entonces dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: "Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".

Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

“2.2. Por su naturaleza, la tutela está llamada a operar en aquellos eventos en los que la situación fáctica exige la pronta adopción de medidas de protección, razón por la cual su eficacia radica en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la amenaza o violación alegada, de impartir una orden dirigida a garantizar la defensa actual e inminente del derecho afectado.

2.3. Por eso, cuando la causa de la violación o amenaza de los derechos fundamentales cesa o desaparece, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues la orden que pudiera proferir el juez en defensa de tales derechos no tendría ningún efecto, resultando innecesario un pronunciamiento de fondo. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando tal situación tiene lugar se está en presencia de una carencia actual de objeto por hecho superado.

2.4 En reiterada jurisprudencia, la Corte ha expuesto que se constituye una carencia actual de objeto por hecho superado, cuando se produce un cambio sustancial en la situación fáctica que originó la acción de tutela; tendiente a detener la posible vulneración o amenaza, y por consiguiente, a satisfacer la pretensión invocada. En ese escenario, pierde sentido cualquier pronunciamiento encaminado a la protección de derechos fundamentales por parte del juez constitucional. 


2.5 Al respecto, en Sentencia SU-225 de 2013, esta Corporación expuso que: “La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es   decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela.”

2.6. En consecuencia, cuando las circunstancias que motivan la acción de tutela desparecen, no hay lugar a emitir pronunciamiento de fondo, pues, en esos casos, se configura una carencia actual de objeto por hecho superado.”
 

En esas condiciones, se declarará la carencia actual de objeto.

6. El actor también pretende se declara la nulidad de lo actuado, por la falta de vinculación del Procurador Delegado en el lugar de los hechos y se conceda el recurso de apelación, sin embargo el amparo resulta improcedente y así se declarará pues, como ya se dijo, al revisar las pruebas aportadas no se evidencia que esas solicitudes hayan sido elevadas al juzgado accionado y por tanto, este tampoco ha tenido la oportunidad de resolver lo que correspondiera.

Ese pasivo comportamiento impide otorgar la tutela reclamada, porque el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello.
7. Igual determinación merece la solicitud dirigida a obtener se ordenara al Procurador Judicial para Asuntos Civiles informar cuál fue su actuar en ese proceso, ya que la acción de amparo está concebida para proteger derechos fundamentales concretos y no para elevar esa clase de peticiones.

8. Se niega la petición tendiente a que se informe cuáles medios se utilizarían para notificar a los vinculados en esta acción y de no hacerlo decretar la nulidad, porque: a) en el expediente se encuentran las constancias secretariales que evidencian la manera como fueron notificados esos intervinientes y b) al verificar el proceso no se advierte la irregularidad alegada de indebida notificación.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO Declarar la carencia actual de objeto en la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia y el Procurador Judicial para Asuntos Civiles, a la que fueron vinculados el Banco Davivienda, las Alcaldías de Dosquebradas y de Valledupar, la Personería Municipal de esa última ciudad, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, ambos de la regional Risaralda, respecto de la aclaración del proveído dictado el 21 de junio de este año y se declara improcedente el amparo en cuanto a las restantes pretensiones de la demanda.

SEGUNDO: Se niega la petición tendiente a que se informe cuáles medios se utilizarían para comunicar a los vinculados en esta acción de tutela y de no acceder a ello decretar la nulidad por indebida notificación.
TERCERO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




(Con aclaración de voto)




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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